
' ' 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

/ 
,/""'-

EXP. N. o 0033-201 0-Pl/TC 
LIMA 
25% DEL NÚMERO LEGAL DE CONGRESISTAS 

SENTENCIA 
¡~1, // 1 

d?/, - DEL LENO JURISDICCIONAL DEL 
;~,~/ TRIBU AL CONSTITUCIONAL DEL PERÚ 

l · J ;/. 
; 

DEL 10 DE ABRIL DE 2012 

PROCESO DE 
IN CONSTITUCIONALIDAD 

¡ 25°/o DEL NÚMERO LEGAL DE CONGRESISTAS CONTRA 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 

agistrados firmantes 

ÁLVAREZ MIRANDA 
URVIOLA HANI 
VERGARA GOTELLI 
BEAUMONT CALLIRGOS 
CALLE HAYEN 
ETO CRUZ 

SíNTESIS 

Dema da de inconstitucio1).Ql.idad interpuesta por el 
25% fiel número legal decojgresistas, contra la Ley 
N° 9344, Ley Marco de Aseguramiento Universal 

Salud. 



,} 

T~ll::.lUNAL CUNS'JTI'UCIONAL 
PU.':NU 

074 FOJ:'.SJ ..._____ --------~ 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

EXP. N. 0 0033-2010-PI!TC 
LIMA 
25% DEL NÚMERO LEGAL 
DE CONGRESISTAS 

/ SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

j En Lima, a los 1 O días del mes de abril de 2012, el Tribunal Constitucional, en sesión 
de/ Pleno Jurisdiccional, integrado por los magistrados Álvarez Miranda, Urviola Hani , 
Vpgar~ Gotelli , Beaumont Callirgos, Calle Hayen y Eto Cruz, pronuncia la siguiente 
éntenc1a 

l. ASUNTO 

Demanda de inconstitucionalidad interpuesta por el 25% del número legal de 
congresistas contra los artículos 17 y 21 de la Ley N° 29344, Ley Marco de Aseguramiento 
Universal en Salud, publicada en el diario oficial El Peruano el 9 de abril de 2009. 

1
1 11. DISPOSICIONES CUESTIONADAS 

1 

.~ 
LEY N° 29344, LEY MARCO DE ASEGURAMIENTO UNIVERSAL EN SALUD 

Artículo 17.- De los planes complementarios 
Las instituciones administradoras de fondos de aseguramiento en salud pueden ofrecer planes 
que complementen el Plan Esencial de Aseguramiento en Salud (PEAS). La regulación de esto 
planes así como la fiscalización del cumplimiento están a cargo de la Superintende Ja 
Nacional de Aseguramiento en Salud . 1 Artículo 21.- Del financiamiento de la lista de enfermedades de alto costo 
Las enfermedades de alto costo de atenci · n que no están incluidas en el PEA pueden ser 
financiadas para la población bajo el ré imen subsidiado y semicontributivo con el Fondo 
Intangible Solidario de Salud (FISSAL) El listado de las enfermedades que erán aseguradas 
deberá ser definido previamente por el inisterio de Salud. 

111. ANTECEDENTES 

§l. 

Con fecha 2 
inconstitucional idad 

de 201 O, los recurrentes interponen demanda de 
17 y 21 de la Ley N° 29344, Ley Marco de 
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Aseguramiento Universal en Salud, en adelante LMAUS, por considerarlos violatorios de 
los derechos de igualdad, salud, seguridad social y el principio de equidad en salud. 

Sostienen que el establecimiento de tres regímenes de cobertura diferenciados 
(contributivo, semicontributivo y subsidiado), organizados en función a la capacidad de 
pago, alienta una odiosa discriminación basada en la situación social de las personas. 
Aducen que para el caso de los afiliados al régimen subsidiado y semicontributivo, la única 
posibilidad de acceder a la atención de enfermedades no contempladas en el Plan Esencial 
de Aseguramiento en Salud (PEAS) es mediante el mecanismo de inclusión de dichas 
enfermedades en el Listado de Enfermedades de Alto Costo, mecanismo que sin embargo 
depende de la previa aprobación del Ministerio de Salud, y que debe estar sustentado en 
estudios de siniestralidad, incidencia y prevalencia, así como en los costos que implican las 
prestaciones respectivas y las probabilidades de recuperabilidad de las enfermedades. 
Afirman que pese a que la Ley N° 29344, fue publicada a inicios de 2009, a la fecha no se 
h publicado la resolución ministerial que apruebe el Listado de Enfermedades de Alto 

osto, ni tampoco se ha reglamentado el funcionamiento de la entidad que debe estar a 
rgo del financiamiento de dicho listado, esto es, del Fondo Intangible Solidario de S d 

(FISSAL). 

Por otro lado, en el caso de los afiliados al régimen contributivo, én cal" ad de 
afiliados independientes (o potestativos), esgrimen que la Ley no ha estableci 
mecanismo para la atención que deben recibir en el caso de enfermedades no e iertas por 
el PEAS, pues no se prevé para ellos el acceso al mecanismo del Listado de fermedades 
de Alto Costo, ni se ha considerado la posibilidad de que puedan e ntratar Planes 
Complementarios. 

Finalmente, alegan que el enas replica la cobertura que brindaba la Capa 
Simple del Seguro Social de Salud, pr ista en el O.S. 009-97-SA, Reglamento de la Ley 
de Modernización de la Seguridad ocia! en Salud, incrementando solo enfermedades 
mentales no transmisibles y neo ásicas. Sin embargo, en el caso de enfermedades 
neoplásicas, la cobertura solo al nza el diagnóstico por consulta externa, derivando su 
tratamiento al Listado de Enfer edades de Alto Costo. Esta escasa cobertura del PEAS, 
brindada a los afiliados de~l' 1men subsidiado y semicontributivo, -afirman- vulnera el 
derecho a la protección de la lud de di os afiliados, el principio de equidad en salud y el 
mandato constitucional /fesivid e a cobertura de la seguridad social. 
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§2. Argumentos de la contestación de la demanda. 

/ Con fecha 26 de mayo de 2011, el Apoderado especial del Congreso de la República 
en 

1
procesos de inconstitucionalidad contesta la demanda solicitando sea declarada 

infl ndada. Afirma que la Ley Marco de Aseguramiento Universal en Salud ha establecido 
ci rtamente un trato diferenciado entre regímenes, fundado en la condición socioeconómica 
d las personas, previendo para el caso de los regímenes subsidiado y semicontributivo, la 
osibilidad de acceder a la atención de enfermedades de alto costo, a través de la cobertura 
el FISSAL; posibilidad que sin embargo no ha sido reconocida para los afiliados al 

régimen contributivo. Aduce que dicha diferenciación, aunque incide gravemente en el 
principio-derecho de igualdad, pues se sustenta en un motivo constitucionalmente 
prohibido, sin embargo supera el test de igualdad que el Tribunal Constitucional ha 
est blecido. Así, alega que dicha diferenciación pretende la protección de un fin 
ca stitucionalmente legítimo, como es el acceso de las personas con menos recursos al 
ratamiento de enfermedades de alto costo a través del Listado de Enfermedades de Alto 

Costo; del mismo modo, dicha medida es idónea para el logro del fin establecido, ues a 
través de este sistema a cargo del FTSSAL se permite el acceso a atenciones cos ; por 
otro lado, la medida también se presenta como necesaria, pues no hay otra fo ma de 
garantizar dichas atenciones costosas a personas que carecen de recursos econó cos; por 
último, la medida es proporcionada en sentido estricto, dado que el grado de sa sfacción e 
importancia del fin constitucional que se pretende es alto, y de la misma inte sidad que la 
intervención en el principio-derecho de igualdad. 

Por otro lado, sostiene que el hecho de que el PEAS no haya 
contingencias de salud no vulnera necesari ente el derecho a la prot cción de la salud, 
establecido en el artículo 7 de la Constit~' n. Afirma que este derech , de acuerdo a cómo 
lo ha interpretado el Comité de Derec~ conómicos, Sociales y Culturales de la ONU y 
el Tribunal Constitucional en s~j risprudencia, está sujeto a la disponibilidad 
presupuestaria, y que ello ha sido ~e nacido en el artículo 16 de la Ley, donde se señala 
que el PEAS puede ver increm n da su cobertura, progresivamente, de acuerdo a la 
disponibilidad presupuestaria y oferta de servicios. En lo que se refiere al principio de 
equidad en salud, aduce que és e ~'Í'espeta desde que se ha previsto que todas las personas 
puedan acceder a una prot 1 ~ n integral del derecho a la salud, ya sea mediante la 
aplicación de Planes Comp~ ntarios (e el caso de los afiliados al régimen contributivo), 
o ya mediante el mecanis el Listad Enfermedades de Alto Costo (para los afiliados 
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al régimen subsidiado y semicontributivo). Finalmente, en cuanto al derecho a la seguridad 
social, esgrime que éste, conforme lo ha definido la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional, es un derecho de configuración legal, que supone que las prestaciones a 
caq~b del sistema de seguridad social deban ser previstas por la ley, lo que justamente ha 
suc,edido en el caso de autos, pues es la Ley Marco de Aseguramiento Universal en Salud la 
que ha definido las prestaciones de salud que corresponden a cada régimen de afiliación. 
1 

~V. FUNDAMENTOS 

/§1. Delimitación del petitorio 

l. 

§2. 

Los recurrentes solicitan que se declare la inconstitucionalidad de los artículos 17 y 21 
de la Ley N° 29344, Ley Marco de Aseguramiento Universal en Salud (LMAUS), por 
considerarlos violatorios del principio-der ho a la igualdad, reconocido en el artículo 
2, inciso 2, de la Constitución; del d cho a la salud, recogido en el artículo 7 de la 
Ley Fundamental; del principio d_ equida en salud, reconocido en el artículo 9 y del 
derecho a la seguridad social, prescrito e el artículo 1 O de la Constitución, al haberse 
dispuesto la creación de tres regímen diferenciados, organizados de acuerdo a la 
capacidad económica de las perso s; y al haberse establecido una protección 
deficiente del derecho a la salud, a ravés del PEAS, sin garantía de atención de las 
enfermedades de alto costo. 

La existencia de tres regímen s en la Ley Marco de Aseguramiento Universal y 
la afectación del principio-derecho de igualdad 

2.1. Los regímenes establecidos en la Ley Marco de Aseguramiento Universal 
' 

2. lece tres regímenes de financiamiento, donde de 
manera obligatoria y en for progresiva, deberá encontrarse afiliada toda la 
población residente en el ter 1 rio nacional: 

"l. El régimen contr'b ivo: Comprende a las personas que se vinculan a las 
instituciones admidi r. doras de fondos de aseguramiento en salud a través de un 
pago o cotización, e por cuenta propia o de su empleador. 
2. El régimen s . 1diado: Comprende a las personas que están afiliadas a las 
instituciones a · istradoras de fondos de aseguramiento en salud, por medio de 

1 5 



!-··rÍ-1JBUNAL CClN:".T lTUCIONAL 
' PLENO 

\ FOJf'.S ....--0-7_S _ _, 
1 
1 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

1 

4. 

EXP. N .o 0033-201 0-Pl/TC 
LIMA 
25% DEL NÚMERO LEGAL 
DE CONGRESISTAS 

un financiamiento público total. Dicho régimen está orientado principalmente a las 
poblaciones más vulnerables y de menores recursos económicos y se otorga a 
través del Seguro Integral de Salud. 
3. El régimen semicontributivo: Comprende a las personas que están afi liadas a las 
instituciones administradoras de fondos de aseguramiento en salud, por medio del 
financiamiento público parcial y aportes de los asegurados y empleadores, según 
corresponda". 

Aunque el propio artículo 19 ha establecido una paridad inicial en la cobertura de 
salud para los tres regímenes, al disponer que "A partir de la vigencia de la presente 
Ley, todos los peruanos son beneficiarios del Plan Esencial de Aseguramiento en 
Salud (PEAS)", el Tribunal observa que la LMAUS ha regulado una cobertura 
específica para cada régimen. Así, si bien todas las personas afiliadas en cualquiera 
de estos regímenes de financiamiento gozan, como mínimo del PEAS; en el caso de 
los afiliados al régimen contributivo, en concreto, los que pertenecen al Seguro Social 
de Salud (EsSalud) y los que pert ec n a las Sanidades de las Fuerzas Armadas y de 
la Policía Nacional del Perú, de acu do al artículo 18 de la LMAUS, mantienen sus 
planes de aseguramiento específico de acuerdo a la normativa aplicable a cada caso; 
es decir, mantienen el plan de co rtura completa que brinda EsSalud a sus afiliados 
(artículo 34 del D.S. 009-97-S , Reglamento de la Ley de Modernización de la 
Seguridad Social en Salud), a como los que brindan las Sanidades de las Fuerzas 
Armadas y la Policía Nacion 1 del Perú (artículo 36, inciso 7 de la Ley 27238, Ley 
Orgánica de la Policía Nacional del Perú). 

Distinto es el caso de los afiliados a los regímenes subsidiado y semicontributivo, 
para los que la cobertura sólo alcanza a las prestaciones incluidas en el PEAS, la cual 
se caracteriza por ser limitada. Esr es su carácter pues, como lo define el artículo 13 
de la LMAUS, el Plan Esencia e Aseguramiento en Salud (PEAS) es un "listado 
priorizado de condiciones gurables e intervenciones que como mínimo son 
financiadas a todos los aseg dos por las instituciones administradoras de fondos de 
aseguramiento en salud". 1cho listado, que corresponde elaborar al Ministerio de 
Salud, debe hacerse ten· do en cuenta, como prescribe el artículo 15 de la Ley, 
estudios de carga de e rmedad, análisis de costo-beneficio, la capacidad de oferta 

1 sistema de salud, í como estimaciones financieras y análisis actuariales (art. 15 
AUS) y está su· o a una evaluación. cada dos años, a efectos de determinar " la 

6 
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' inclusión progresiva de más condiciones de salud, según disponibilidad financiera y 
oferta de servicios" (artículo 16° LMAUS). 

5. Dicho PEAS fue aprobado por Decreto Supremo N° 016-2009-SA, de fecha 29 de 
noviembre de 2009. Éste sustituye al Listado Priorizado de Intervenciones Sanitarias 
que fuera regulado por el Decreto Supremo N° 004-2007-SA (que reglamentaba las 
prestaciones a cargo del Seguro Integral de Salud), y comprende un total de 140 
condiciones asegurables, categorizadas en: 

I. 
II. 

11. 

IV. 

V. 

VI. 

Población sana (5 condiciones asegurables). 
Condiciones obstétricas y ginecológicas (28 condiciones obstétricas y 5 
ginecológicas). 
Condiciones pediátricas (12 condiciones que afectan al recién nacido y 11 que 

· iones referidas a tumores del aparato genital 
ores) . 

afectan al menor de 12 años). 
Condiciones neoplásicas (3 con 
femenino y 4 referidas a otros 
Condiciones transmisibles 5 
respiratorio, 5 a infecc~es d 

e ndiciones referidas a infecciones del aparato 
aparato genitourinario y de transmisión sexual y 

21 a otras infeccion~ . 
Condiciones no tr~smisibl s (4 condiciones referidas a enfermedades mentales, 
15 a enfermedades crónic y degenerativas y 22 a enfermedades agudas) . 

Según el Tribunal aprecia, da una de las condiciones asegurables tiene, según el 
caso, intervenciones de pre ención, diagnóstico y seguimiento, y un número definido 
de prestaciones por cada tipo de intervención, el cual varía en cada caso concreto. 
Así, por ejemplo, en el caso de las condiciones neoplásicas sólo se encuentran 
cubiertos el cáncer de cuello ut9?'no, la miomatosis uterina, el cáncer de mama, la 
hipertrofia prostática, la neoplaSi de colon, la neoplasia de estómago y la neoplasia 

1 
de próstata, estando incluido JI ún tipo de tratamiento sólo en el caso de la hipertrofia 
prostática, la miomatosis tÍ U: rina y el cáncer de cuello uterino, reduciéndose la 
cobertura, en los demás á s, sólo a la fase de diagnóstico, con un número limitado 
de prestaciones (cons/j ambulatorias y exámenes médicos). 

este modo, el Tri nal observa que el Plan Esencial de Aseguramiento en Salud 
AS) constituy , n los términos de la propia Ley, un plan básico de atenciones, 

7 
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qu~ si bien ha incrementado algunas condiciones asegurables con relación al Listado 
P~íorizado de Intervenciones Sanitarias que regulaba el Decreto Supremo N° 004-
2007-SA, y ha definido de un modo más preciso las prestaciones aseguradas, 

1 
incorporando el concepto de "garantías explícitas", sin embargo sigue siendo un plan 

/ limitado de cobertura de las necesidades de salud de los afiliados a los regímenes 
/ subsidiado y semicontributivo. 

1 

Dicha limitación en la cobertura de necesidades de salud de estos regímenes no se ve 
superada por el mecanismo establecido en el artículo 21 de la LMAUS, pues al 
margen del examen que sobre ese artículo realizará el Tribunal, el Fondo Intangible 
Solidario de Salud (FISSAL), como mecanismo para financiar un Listado de 
Enfermedades de Alto Costo, tal y como se desprende de la propia Ley, es en sí 
mismo un mecanismo condicionado, que depende de su definición previa por el 
Ministerio de Salud. 

Así también se desprende del art' 
Reglamento de la Ley N° 29 4, 
establece 

129 del Decreto Supremo N° 008-201 O-SA, 
ey de Aseguramiento Universal en Salud, que 

"el Listado de Enfermed éles con Alto Costo de Atención a cargo del FISSAL, será 
aprobado por el Minist io de Salud, mediante Resolución Ministerial. El número de 
patologías de la Lista éle Enfermedades y Prestaciones financi ables y el monto de su 
cobertura, se sustenta en estudios de siniestralidad, incidencia y prevalencia, así como a 
los costos que impli n las prestaciones respectivas y las probabilidades de recuperabilidad 
de las enfermedade '. 

En el caso del PEAS, 1 cobertura del Listado de Enfermedades de Alto Costo, a pesar 
de ser complementaria de éste tampoco es completa, pues se basa en distintos 
estudios que determinan la_ o/re ridad en la inclusión de una enfermedad en lugar de 
otra. Además de ello, el arty y o 135 del citado Reglamento establece que la atención 
de un caso de enfermeda e alto costo debe pasar primero por una "evaluación y 
aprobación" a cargo de SSAL. Con lo cual , la cobertura que allí se prevé no es 
automática para todos s afiliados del régimen subsidiado y semicontributivo, sino 

e requiere de la obación previa de la entidad financiadora correspondiente 
( I SAL), la que e t lece en su artículo 136, que es progresiva y 

8 
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"están en función a la disponibilidad de recursos financieros del FISSAL y del número de 
patologías con cobertura establecidas por el MINSA". 

De manera pues que la cobertura en la atención de salud para los afiliados a los 
regímenes subsidiado y semicontributivo (a través del PEAS o del FISSAL) es 
distinta de la cobertura de atención de la que gozan los afiliados al régimen 
contributivo (a través de los planes específicos). 

2.2. El principio de igualdad formal o igualdad de trato. 

8. Corresponde, por tanto, evaluar si dicha disparidad de trato es jurídicamente relevante 
de cara al contenido constitucionalmente protegido del Derecho de Igualdad. La 
faceta del principio de igualdad aquí invocada tiene que ver con la igualdadformal o 
igualdad de trato que este Tribunal ha definido, en distintas oportunidades, como 
" [el] derecho fundamental [que] compo a el reconocimiento de la existencia de una 

1 
facultad o atribución conformante trimonio jurídico de la persona, derivada de 

M ¡ su naturaleza, que consiste en ser 'trata a igual que los demás en hechos, situaciones o 

1 V acontecimiento coincidentes; por en e, deviene en el derecho subjetivo de obtener un 
1 

_ trato igual y de evitar los privilegi y las desigualdades arbitrarias" (STC 0004-2006-/k Pl/TC, FJ. 116). Como también emos afirmado "la igualdad es un principio-derecho 
que instala a las personas, situadas en idéntica condición, en un plano de 
equivalencia. Ello involuc una conformidad o identidad por coincidencia de 
naturaleza, circunstancia, calidad, cantidad o forma, de modo tal que no se 
establezcan excepciones privilegios que excluyan a una persona de los derechos que 
se conceden a otra, en aridad sincrónica o por concurrencia de razones" (STC 0004-
2006-PI/TC, FJ. 116) 

9. La condición previa para evalu el trato igualitario o discriminatorio brindado a las 
personas o grupos de person · es la situación idéntica o similar en la que éstas se 
encuentren, y de la que de a la necesidad de que cualquier beneficio otorgado a 
éstas deba ser estrictamen aritario. En el caso de la LMAUS, para poder evaluar si 
la diferente cobertura br· ada a los distintos regímenes es violatoria del principio de 
'gualdad de trato, es eciso examinar primero si las personas afiliadas a cada 
égimen se encuentr · n idéntica o similar situación, para luego determinar si sobre 
llas el legisl4 ' perado un trato discriminatorio respecto a la cobertura de sal u: 
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brindada. Consiste, este primer paso, en conclusión, en determinar si es posible la 
comparación entre las personas afiliadas a cada uno de estos tres regímenes. Es decir, 
en verificar si el término de comparación es adecuado. 

En la determinación de si es adecuado (o no) el término de comparación propuesto, 
esto es, si las personas afiliadas en cada uno de estos regímenes se encuentran en una 
situación jurídica similar, es preciso observar dos circunstancias: a) en primer lugar, 
el origen de los regímenes de financiamiento establecidos en la LMAUS; y b) la 
fuente del financiamiento de cada régimen de afiliación establecido en la Ley. 

a) En cuanto al origen de los regímenes de financiamiento contenidos en la LMAUS, 
el Tribunal observa que éstos no han sido creados ex novo por el legislador, sino 
que los mismos provienen de y se agru n en torno a distintas clases de seguros 
de salud, cada uno administrado y sti nado por una entidad diferente. En el 
caso del régimen contributivo, se ica dentro de él personas afiliadas al Seguro 
Social de Salud (EsSalud), a las nidades de las Fuerzas Armadas, a las 
Sanidades de las Fuerzas Polici es y a aseguradoras privadas. Éstas no 
constituyen un fondo común, pue de acuerdo al artículo 7 de la LMAUS, cada 
una de ellas es una institución dministradora de fondos de aseguramiento en 
salud (IAF AS), que han sido agrupadas bajo un mismo régimen, en razón a 
identificar que los fondos qu cada una maneja provienen de la cotización de sus 
afiliados. En el caso de s regímenes subsidiado y semicontributivo, dichos 
regímenes provienen, a s vez, del Seguro Integral de Salud (SIS), el cual contaba 
con las modalidades de afiliación en los componentes subsidiado y 
semisubsidiado (artículo 80 y 81 del D.S . N° 008-201 O-SA, Reglamento de la Ley 
Marco de Aseguramiento Universal en Salud). La LMAUS no ha creado, por 
tanto, de modo arbitrario s regímenes de financiamiento contenidos en su 
artículo 19, sino que los~ definido así por la necesidad de ordenar los casos en 
os cuales las instituc· nes administradoras de fondos de aseguramiento se 
anejan con fondo~ R venientes de cotizaciones privadas (régimen contributivo), 
los casos en lo~~uales la institución de fondo de aseguramiento (SIS) se 

nancia con fo os provenientes del presupuesto público, casi de modo 
xclusivo. 
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b) En cuanto a la fuente de financiamiento de cada reg1men, como ya se dejó 
entrever, y conforme lo indica el artículo 7 de la LMAUS, cada institución 
administradora de fondos de aseguramiento en salud (JAFAS), "administra los 
fondos destinados al financiamiento de prestaciones de salud a sus afiliados" . 
Cada fondo es, en consecuencia, autónomo y se compone, entre otros ingresos, 
por el pago del aporte o cotización del afiliado (en el caso de las IAF AS 
perteneciente al régimen contributivo), o por el subsidio entero o parcial que 
otorga el Estado a través del presupuesto público (en el caso de la IAF AS que 
administra los fondos de los regímenes subsidiado y semicontributivo). Cada 
afiliado no se encuentra vinculado, por tanto, a una entidad general dispuesta en la 
LMAUS para todos los regímenes de financiamiento , ni siquiera a una entidad 
general de financiamiento en cada régimen , sino que se vincula específicamente 
con cada IAF AS existente al interior de dichos regímenes, a través de un contrato 
de afiliación y del Plan de Aseguramiento que dicha IAF AS le ofrezca. Tanto es 
así que el propio artículo 17 de la L US ha establecido que " las instituciones 
administradoras de fondos de aJegur iento en salud pueden ofrecer planes que 
complementen el Plan Esen '-ál de seguramiento en Salud (PEAS)". 

Ello evidencia que el ré men ju 1dico dispuesto para el régimen subsidiado y 
semicontributivo no es uiparabl con el régimen jurídico dispuesto para el régimen 
contributivo al no e ontrarse una situación idéntica o similar. No sólo porque 
cada persona se encuentra afi iada a una institución administradora de fondos de 
aseguramiento en salud disti a (EsSalud, Sanidades de Fuerzas Armadas, Sanidades 
de Fuerzas Policiales, aseg adoras privadas y SIS), sino porque los fondos a partir de 
los cuales cada IAF AS o rga una cobertura determinada en salud tienen un origen 
distinto y son autónomo · entre sí. No existe, pues, un término válido de comparación 
al no existir identidad esencial de propiedades jurídicamente relevantes entre el objeto 
del juicio de igualdad, esto es, de las personas adscritas al régimen contributivo, 
frente al término de ~~~/lación, el cual está compuesto por las personas 
pertenecientes al régimen/ / ~diado y semicontributivo. 

definitiva, a las per s afiliadas a los regímenes subsidiado y semicontributivo, 
co o a los afiliados d régimen contributivo se les garantiza un plan básico de 
at nciones (PEAS) S· embargo, solo para el caso de los regímenes subsidiado y 
se icontributivo a MAUS contempla la posibilidad de adicionar planes específicos 
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o complementarios. Existe, pues, una acción estatal concreta que más bien pretende, 
en la línea del mandato constitucional contenido en el artículo 9 de la Constitución, 
brindar acceso equitativo a los servicios de salud a las personas sin recursos 
económicos suficientes para financiar la atención sanitaria. Esta acción estatal debe 
ser evaluada, sin embargo, en su legitimidad y alcance, desde la dimensión sustantiva 
del principio-derecho de igualdad, que es lo que a continuación abordará este 
Tribunal. 

El principio de igualdad sustantiva y la legitimidad de la política de 
aseguramiento universal en salud 

Como este Tribunal ha expresado en reiteradas oportunidades "hoy en día la igualdad 
expresa una concepción propia del Estado Democrático y Social de Derecho. [ ... ] En 
su dimensión liberal , la idea de igualdad onlleva la prohibición de arbitrio, tanto en 
el momento de creación de la norma q e introduce la diferencia como en el de su 
aplicación. La igualdad, desde 1 persP, ctiva del principio democrático, excluye que 
ciertas minorías o grupos soc' es en sventaja puedan quedarse 'aislados y sin voz'. 
Desde el punto de vista so 'al , la id a de igualdad legitima un derecho desigual a fin 
de garantizar a individuos y gruP. s desventajados una igualdad de oportunidades" 
(STC 0004-2006-PI/TC, FJ. 114) 

El principio-derecho de igual d no puede abordarse unidimensionalmente, como una 
mera exigencia de trato par· ario entre personas situadas en condiciones idénticas o 
similares. La evolución de Estado Constitucional, que ha incorporado las exigencias 
éticas derivadas del pri cipio de dignidad humana, imponen que este principio 
alcance un contenido ás amplio, que incluya la necesidad de realizar acciones 
positivas tendientes a equiparar las personas en la satisfacción de sus derechos y 
necesidades básicas. De este , do, el principio de igualdad, visto en su dimensión 
sustantiva, exige que se brin a las personas las mismas oportunidades para el goce 
real y efectivo de los de os fundamentales que la Constitución reconoce. Esta 

igencia, por lo demás ale tanto para la equiparación de derechos civiles básicos, 
e mo el derecho a la fensa en juicio (que puede requerir del Estado una acción 

litigantes o procesados sin recursos económicos), de derechos 
recho al voto y a la participación política (donde las medidas de 

'tiva a favor de poblaciones tradicionalmente excluidas, como el 
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caso de las cuotas electorales, son frecuentes), y de derechos sociales, como el 
gbrecho a la alimentación, salud , vivienda o educación (donde la necesidad de 
t;nedidas positivas que favorezcan a personas que no tienen satisfechas estas 
necesidades básicas es más urgente). Como ha sostenido este Tribunal: 

"El principio de igualdad en el Estado constitucional exige del legislador una 
vinculación negativa o abstencionista y otra positiva o interventora. La 
vinculación negativa está referida a la ya consolidada jurisprudencia de este 
Colegiado respecto de la exigencia de "tratar igual a los que son iguales" y 
"distinto a los que son distintos", de forma tal que la ley, como regla general , 
tenga una vocación necesaria por la generalidad y la abstracción, quedando 
proscrita la posibilidad de que el Estado, a través del legislador, pueda ser 
generador de factores discriminatorios de cualquier índole. Sin embargo, 
enfocar la interpretación del derecho a 1 aldad desde una faz estrictamente 
liberal, supondría reducir la protec · n co titucional del principio de igualdad 
a un contenido meramente for , razón or la cual es deber de este Colegiado, 
de los poderes públicos y la colecti idad en general, dotar de sustancia al 
principio de igualdad reconocido e la Constitución. En tal sentido, debe 
reconocerse también una vinculaci · positiva del legislador a los derechos 
fundamentales, de forma tal que la ey esté llamada a revertir las condiciones de 
desigualdad o, lo que es lo mism , a reponer las condiciones de igualdad de las 
que la realidad social pudier estarse desvinculando, en desmedro de las 
aspiraciones constitucionales" STC 0004-2006-PI!fC, F J. 120). 

13 . Por otro lado, en relación con a salud, el artículo 9° de la Constitución establece que 
"El Estado determina la po tica n)1cional de salud. Es responsable de diseñarla y 
conducirla en forma plural y deScentralizadora para facilitar a todos el acceso 
equitativo a los servicios de ~ d" . La salud, como derecho fundamental, impone al 
Estado el deber de realizar ~a acciones necesarias para que todas las personas tengan 
acceso a los servicios de s , 1d, en condiciones de equidad. El lugar central de la salud 
y de los servicios sanit~· s que se requieren para preservarla adecuadamente, ha sido 
destacado también e múltiples tratados internacionales, donde se ha impuesto 
igualmente al Es~a la obligación de realizar acciones tendientes a brindar a todas 
as personas acce , en condiciones de equidad y calidad, a los servicios de salud, 
ues como ha a · mado el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 

aONU, f 
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" La salud es un derecho humano fundamental e indispensable para el ejercicio de los demás 
derechos humanos . [ ... ] (que) está estrechamente vinculado con el ejercicio de otros 
derechos ... como la dignidad humana, la vida, la no discriminación, el derecho al trabajo, a 
la educación, a la libertad de circulación, entre otros" [Observación General N° 14 sobre "El 
derecho al di sfrute del nivel más alto posible de salud", párrafos 1 y 2]. 

1 . 1\hora bien, la adopción de medidas orientadas a establecer el acceso equitativo a los 
servicios de salud no se superpone ni es incompatible con la obligación de adoptar 
medidas especiales a favor de los grupos más vulnerables. Como recuerda el artículo 
1 O, inciso f), del Protocolo Adicional sobre Derechos Humanos en materia de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales [también denominado "Protocolo de San 
Salvador" y que, luego de su ratificación por el Estado peruano, su contenido 
constituye una parámetro interpretativo sobre el contenido y los alcances de los 
derechos económicos, sociales y culturales] , todo Estado se encuentra en el deber de 
satisfacer las necesidades de salud de los grupos de más alto riesgo y que por sus 
condiciones de pobreza sean más vulnerables. 

1 . En la obligación jurídica de brindar a todas las personas un acceso equitativo a los 
servicios de salud, entonces, ial preocupación ha de tenerse por las poblaciones 
más vulnerables y, entre as, as personas calificadas en condición de pobreza y 
pobreza extrema. Est s un d ber que se justifica no sólo por la especial dificultad 
de estas personas para acced por su cuenta a los servicios de salud, sino por la grave 
situación a las que estas p sonas se enfrentan ante el evento de una enfermedad, lo 
que puede comprometer, además de la propia vida, el ejercicio de otros derechos 
básicos y la propia p ibilidad de superar la condición de pobreza en que se 
encuentran. Es por est razón que el Comité de Derechos Económicos Sociales y 
Culturales de la ON ha afirmypo, en su Observación General N° 14, que "Los 
Estados tienen la obl'gación espf cial de proporcionar seguro médico y los centros de 
atención de la salud necesat)Ós a quienes carezcan de medios suficientes" (párrafo 
19). 

1 
16. La Ley Marco de Asegu miento Universal en Salud no afecta el derecho de igualdad 

en su dimensión su t tiva, en lo relacionado con la cobertura en salud para los 
afiliados al sistem~ e salud de las personas de escasos recursos económicos. Su 
finalidad es, e .~ orme el contenido constitucionalmente garantizado de aquel 
erecho, insti .c. analizar una política pública mediante la cual se logre el acceso 

14 
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universal a los servicios de salud, sobre todo, para la población que debido a sus 
condiciones sociales y económicas, no ha tenido acceso o lo ha hecho en condiciones 
inadecuadas. La preocupación que subyace a la política pública de aseguramiento 
universal ha sido brindar un seguro de salud a las personas ubicadas en condición de 
pobreza y pobreza extrema, con la finalidad de menguar el gasto en estos hogares, 
combatir los altos índices de enfermedad en estas poblaciones así como la poca 
recurrencia a los centros de salud. Y es que como indicaba el estudio "Análisis y 
Tendencias en la Utilización de los Servicios de Salud. Perú 1985-2002" (Ministerio 
de Salud- Organización Panamericana de la Salud, Lima, septiembre de 2003), en el 
año 2000 del total de personas que sufrían alguna enfermedad, el 85% no accedía a 
ervicios de salud por falta de recursos económicos; posteriormente, en el año 2003 , 

la Encuesta Nacional de Hogares elaborada por el Instituto Nacional de Estadística e 
Informática determinó que un 63% de la pob ación ubicada en el primer quintil de 
ingreso (pobreza extrema) no consiguió a eder a servicios de salud pese a 
necesitarlo ; precisando que de ellos el 50% se bicaba en las zonas rurales. 

17. Conforme declara el propio artículo 1 d la LMAUS, el objeto de esta Ley es 
"establecer el marco normativo del as guramiento universal en salud, a fin de 
garantizar el derecho pleno y progre · o de toda persona a la seguridad social en 
salud" (énfasis agregado). Este objeto o finalidad se ve confirmada por los siguientes 
principios que, entre otros, de acuer o al artículo 3 de la LMAUS, rigen el proceso de 
aseguramiento universal: 

(a) Universalidad: de acuerdo a este princ1p10, "el aseguramiento universal es la 
garantía de la protección e la salud para todas las personas residentes en el Perú, 
sin ninguna discriminacion, en todas las etapas de la vida" . 

(b) Integralidad: que supone eJ ; ' otorgamiento de todas las prestaciones necesarias 
para solucionar problema a salud" . 

Equidad: según el cu , ' el sistema de salud provee servicios de salud de calidad a 
toda la población Pxru na, priorizando a la población más vulnerable y de menos 
recursos. Para e~v· ár a discriminación por capacidad de pago o riesgo, el sistema 
ofrece financia · i to subsidiado para la población más pobre y vulnerable así 
como mecani .ds para evitar la selección adversa". 

15 
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La pplítica de aseguramiento universal en salud, con el objetivo principal de alcanzar 
mej9res niveles de equidad en salud, se sostiene básicamente en dos reformas 
pri¡ bpales: 

1 
i) a ampliación de la cobertura a todos las personas residentes en el territorio 
n cional, mediante el cumplimiento del objetivo de que "toda la población residente 
e el territorio nacional disponga de un seguro de salud" (artículo 3 de la LMAUS); 

i) la ampliación de la cobertura brindada a los sectores más desfavorecidos, tanto en 
cantidad de necesidades de salud cubiertas como en la mejora de la calidad en la 
atención de las mismas. Como ha prescrito explícitamente el artículo 5.2 de la 

MAUS, "el proceso de aseguramiento universal en salud es gradual y continuo, 
busca la inclusión de todas las personas residentes en el Perú al sistema y la 
ampliación de la cobertura de los lanes de aseguramiento". Por otro lado, el 
artículo 5.3. ha previsto que '_:El Est do asegura a toda la población cubierta bajo el 
esquema de aseguramient<y11 niver al en salud un sistema de protección social en 
salud que incluye ga~ntías e lícitas relativas al acceso, calidad, protección 
financiera y oportuni)iad , con 1 que deben ser otorgadas las prestaciones" (énfasis 
agregado). / 

Así, por lo que se refiere a ampliación de la cobertura en salud a todas las personas 
residentes en el territorio acional , el Tribunal observa que la Primera Disposición 
Complementaria de la AUS ha dispuesto el cumplimiento de dicho objetivo a 
través del mecanismo e selección de zonas piloto donde se iniciará el proceso de 
aseguramiento univer al , priorizando las zonas de pobreza y extrema pobreza, lo que 
es conforme con el principio de equidad (artículo 5.3. de la LMAUS). En esta línea, 
el Comité Técnico Impleme dor del Aseguramiento Universal en Salud 
(conformado mediante D.S. O 2009-SA) ha diseñado, en junio de 2011 , el "Plan 
Estratégico al 2021 para la plementación del Aseguramiento Universal en Salud", 
donde se prevé la cobertu a otal de la población (al 1 00%) hasta antes de culminar el 
próximo quinquenio (es es, antes del 20 16), avanzando hasta dicha fecha, con base 
en "criterios de inclu ( social, zonas de pobreza extrema y de necesidad imperiosa 
de la población de e bir servicios de salud" . 

16 
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20. Por otro lado, en lo relacionado a la ampliación de la cobertura de las necesidades de 
salud, el Tribunal aprecia que la misma se realiza a través de la fijación de un plan 
básico de atenciones (PEAS), el cual debe evaluarse cada dos años "para incluir 
progresivamente más condiciones de salud" (art. 16 de la LMAUS). Como ya se 
precisó, la cobertura del Plan Esencial de Aseguramiento Universal en Salud (PEAS), 
alcanza 140 condiciones asegurables, añad iendo al Listado Priorizado de 
Intervenciones Sanitarias contenido en el Decreto Supremo N° 004-2007-SA, la 
atención de algunas neoplasias y enfermedades mentales. Esta cobertura comprende 
el 65% de la carga de enfermedad y, según el Ministerio de Salud, ésta puede 
ampliarse a 160 condiciones asegurables en el 2012 y 185 en el 2014, lo que 
representaría el 85% de la carga de enfermedad (Cf. el Informe de Gestión. A un año 
de Implementación del Aseguramiento Universal en Salud. Abril 2009-Abril 2010, p. 
7). 

l. Esta ampliación de la cobertura de las necesidades de salud tiene su fundamento en el 
principio de progresividad de lo rechos económicos, sociales y culturales. Tal 
principio, si bien no garantiz que plena efectividad de estos derechos pueda ser 
alcanzada inmediatamente no po ello se encuentra privado de valor jurídico. La 
primera consecuencia su est lecimiento es que las medidas que deba adoptar el 
Estado con referenci a la pie a efectividad de los derechos económicos, sociales y 
culturales, para em ezar, no ueden ser "regresivas", esto es, que generen un estado 
de cosas o una situación q sea más perjudicial a la que se encuentre efectivamente 
establecida. En el ámbit de la salud, dicho principio se encuentra previsto en el 
artículo 4° de la Ley 29 44, al establecer el denominado principio de irreversibilidad, 
según el cual las prest ciones de salud a las que se tenía acceso antes de que se inicie 
el proceso de asegur miento universal en salud, y durante el mismo, no pueden sufrir 
ningún menoscabo omo consec ~ncia de algún proceso posterior. 

22. Finalmente, en lo atinente a mejora en la calidad del aseguramiento en salud, el 
Tribunal aprecia que la AUS ha previsto un sistema de garantías explícitas que 

retende una prestac· de los servicios de salud en condiciones de calidad, 
oportunidad y seg · ad. Estas garantías, que de acuerdo al artículo 112 del 
Reglamento de 1 MAUS, son de acceso, calidad, oportunidad y protección 
financiera han 1 o recogidas parcialmente en el Plan Esencial de Aseguramiento 
Universal en d, que ha previsto dichas garantías para 34 condiciones asegurables, 
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principalmente asociadas a las condiciones obstétricas, ginecológicas y pediátricas, 
~reviéndose incrementar dichas garantías a 60 en el año 20 JI , hasta cubrir las 185 
,condiciones asegurables en el 2016 [cfr. Fund. Jur. N° 42 de esta sentencia]. 

23. / En definitiva, la LMAUS ha dispuesto una política de favorecimiento de las personas 
con menos recursos con el objeto de posibilitar su acceso a servicios de atención 
sanitaria de calidad, a través de un seguro subsidiado con recursos del presupuesto 
público. Ésta es una medida necesaria desde el punto de vista del contenido 
constitucionalmente garantizado del derecho de igualdad en su dimensión sustantiva. 
La política estatal de favorecimiento del aseguramiento en salud para las personas 
situadas en condición de pobreza y pobreza extrema, si bien privilegia a esta capa de 
la población y focaliza los recursos públicos hacia ella, no supone una restricción en 
el goce del derecho a la atención de salud de las personas situadas en el régimen 
contributivo, pues éstas, como ya se precisó, de acuerdo al artículo 18 de la LMAUS, 
gozan de los planes específicos que tenían antes de la promulgación de la Ley, lo que 
incluye, como ya se adelantó, una cobertura completa en la atención de salud. 

2.3. La cobertura de salud 
régimen contributivo 

afiliados independientes de EsSalud en el 

24. En la demanda también se ha estionado la constitucionalidad de la norma implícita 
derivada del artículo 21 e la LMAUS, según la cual para los afiliados 
independientes del Seguro ocia[ de Salud [esto es, aquellas personas que no son 
trabajadores formalmente aependientes, y que por superar la condición de pobreza 
necesaria para estar afi 'ados en el régimen subsidiado o no ser calificados como 
aptos para el régimen s micontributivo según el Sistema de Focalización de Hogares, 
deben afiliarse al régi en contribu~i'vo , de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 79 del 
Reglamento de la L AUS y la ~lsolución Jefatura[ N° 014-2011-SIS, que aprueba la 
"Directiva que regula el Pr é'eso de Afiliación al Régimen de Financiamiento 

emicontributivo del Segu Integral de Salud en el marco del Aseguramiento 
niversal en Salud"] la obertura no es completa, ya que éstos se encuentran 

arantizados sólo en el lan Esencial de Aseguramiento en Salud (PEAS), el cual 
eemplaza a la Capa imple y al Plan Mínimo de Atención de EsSalud (según lo 
revisto en el artícu 96 del Reglamento de la LMAUS). 

/; 
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Alegan su inconstitucionalidad, pues - según afirman- para este segmento de afiliados 
no se ha previsto la posibilidad de contar con planes complementarios que les cubran 
las enfermedades no incluidas en el PEAS, además de haber sido excluidos del 
sistema del Listado de Enfermedades de Alto Costo, el cual se encuentra dispuesto 
sólo para los afiliados a los regímenes subsidiado y semicontributivo. Entre tanto, el 
Apoderado del Congreso ha justificado la exclusión del beneficio del Listado de 
Enfermedades de Alto Costo, así como del subsidio público a estos afiliados, con 
base en la escasez de los recursos públicos y en la necesidad de atender primero a las 
poblaciones más vulnerables. 

Así las cosas, el Tribunal analizará si la distinción efectuada por el legislador 
persigue (o no) que determinados grupos, inmersos en una situación de desventaja, se 
justifique de cara a las exigencias provenientes del derecho de igualdad, que en 
último extremo tienen como el principal de sus fundamentos a la dignidad humana. 
Pues bien, como ya se ha dicho antes en esta sentencia, es legítimo e incluso exigible, 
desde un punto de vista constitucional, la atención prioritaria que debe brindarse a las 
poblaciones más vulnerables (y ent llas a las ubicadas en condiciones de pobreza y 
pobreza extrema). Es por ello e la ecisión del legislador de financiar el plan básico 
de atenciones y el listado d enfer dades de alto costo para las personas con menos 
recursos ubicadas en los regíme es subsidiado y semicontributivo, constituye una 
forma de priorizar los recursos el presupuesto público destinados a la protección de 
la salud de la población en u conjunto. El Tribunal es de la opinión que dicha 
estrategia respeta un enfoqu de derechos humanos en el diseño de la política pública 
en un contexto de escase de recursos. No obstante, si bien es legítimo iniciar el 
proceso de aseguramient universal con los sectores más vulnerables de la población 
(lo que incluye adem' de los sectores ubicados en pobreza y pobreza extrema, 
poblaciones desfavor cidas, como las mujeres, los niños y adolescentes, personas 
mayores, personas con d' capacidades, pueblos indígenas, de acuerdo a la 
Observación General N° 4 del Comité de Derechos Económicos Sociales y 
Culturales de la ONU, rafos 18 al 27), el Estado tampoco puede desatender su 
obligación de brindar acceso adecuado a los servicios de salud al resto de la 

oblación nacional , o por lo demás se desprende del artículo 1 de la LMAUS. Y 
s que el hecho d o encontrarse ubicado bajo el umbral de la pobreza o pobreza 
xtrema (o no er calificado como apto para ser incluido en el régimen 

semicontributi , no supone que las personas así clasificadas puedan afrontar un 
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evento de enfermedad sin poner en riesgo su seguridad financiera y la de su familia o, 
incluso, su propia salud y la vida en caso de no alcanzar a cubrir el alto costo de una 
enfermedad compleja. 

26. Por otro lado, también se ha afirmado que los afiliados independientes de EsSalud no 
tienen ninguna posibilidad de acceder a las atenciones no incluidas en el PEAS ni a 
atenciones de alto costo, pues tampoco pueden ser cubiertos mediante los planes 

' complementarios ofrecidos adicionalmente por EsSalud. Esta interpretación, 
1 efectuada por los demandantes, sin e~bargo, a la luz del propio disposi~ivo. le~al es 

correcta, pues de acuerdo al articulo 17 de la LMAUS, "Las mstJtucJOnes 
ministradoras de fondos de aseguramiento en salud pueden ofrecer planes que 

, mplementen el Plan Esencial de Aseguramiento en Salud", lo cual no excluye en 
1 ningún momento a EsSalud. La posibilidad de que EsSalud pueda brindar, vía planes 

~,; ¡' complementarios, una cobertura mayor a la brindada por el PEAS ha sido asumida 
! además por el propio Seguro Social de Salud, pues tal como puede verse en su página 
/ web, la cobertura que brinda a este tipo de afiliados alcanza el 80% de carga de 

enfermedad (sobre el 60% alcanzado p EAS), incluyendo 236 prestaciones más 
que las brindadas por PEAS (ver el enlace 
htt ://www.essalud. ob. e/ contenido. h . id= 115). Y estas prestaciones adicionales 
han sido consolidadas en la "Lista condiciones asegurables que cobertura el 
Seguro de Salud para Trab adores Independientes" (ver el enlace 
htt ://www.essalud. ob. e/downlo tls/Nuevo SG 1. d:t) . Por lo demás, el propio 
"Contrato de Seguro de Salud ara Trabajadores Independientes" dispone en su 
cláusula quinta que: 

"ESSALUD otorgará a L AFILIADO y/o sus dependientes debidamente 
inscritos, según corres onda, la cobertura contratada, que comprende las 
siguientes prestaciones· 
a) Prestaciones preve tivas, pr mocionales, de recuperación y rehabilitación que 
se indican en el PEAS a A se refiere el Anexo del Decreto Supremo N° O 16-
2009-SA. / 
b) Otras prestacione recuperativas adicionales señaladas en la "Lista de 
Condiciones Aseg .! les que cobertura el Seguro de Salud para Trabajadores 
Independientes", blicada en la página Web". (Cfr. el contrato en el enlace 
htt ://www.ess 1d. ob. e/downloads/Contrato Peas 201 O A. df). 
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De modo, pues, que la posibilidad de incrementar la cobertura en el caso de los 
afiliados independientes de EsSalud ha sido regulada por la LMAUS, a través de los 
planes complementarios brindados por el Seguro Social de Salud. En dicho contexto, 
no existe un impedimento ni una falta de previsión para acceder a una mejor 
cobertura de salud en el supuesto impugnado, máxime si el incremento de atenciones 
y cobertura en el Plan Esencial de Aseguramiento en Salud (PEAS) corresponde ser 
gozado, de acuerdo al artículo 13 de la LMAUS, en igualdad de condiciones, por 
todos los afiliados en cualquier de los regímenes de aseguramiento. 

1 1 / 

1' 

'1 
/ ¡ 

1 1 
¡• 

1 
1 

2/íl. Por cierto, el hecho de brindar planes complementarios que completen la cobertura de 
, / salud para los afiliados independientes, no constituye una facultad discrecional con 

que cuente el Seguro Social de Salud. Por el contrario, representa una exigencia que 
se deriva del derecho fundamental a la salud y del principio de acceso equitativo a los 
ervicios de atención sanitaria pues, como ya se sostuvo, si bien en algunos casos la 

posibilidad de acceder a una mejor co rtura puede ser asumida, a través de seguros -¡ privados, por afiliados independi es on capacidad económica; en muchos casos, 
J dicha posibilidad es solo ilus 1a. P ra este segmento amplio de la población (con 

ingresos medios o ubicado n el q ntil 3) es preciso asumir la obligación progresiva 
/ de incrementar el Plan de Aten ones del que gozan en la actualidad los afiliados 
/ independientes del Seguro S ial de Salud. Dicha obligación está a cargo, en 

principio, de EsSalud, en tanto Institución Administradora de Fondos de 
Aseguramiento en Salud qu administra los fondos de los afiliados de dicha entidad. 
Y como tal, se encuentra evista en el propio artículo 21 del Reglamento de la Ley 
de Modernización de la eguridad Social en Salud, el cual precisa que "El Plan 
Mínimo de Atención s revisa cada dos años y se modifica por Decreto Supremo 
refrendado por el Mintttro de Salud solicitándose previamente la opinión técnica del 
IPSS". La revisión del Plan Míni91 de Atención a que alude este dispositivo (el cual 
se refería a la cobertura brin da a los asegurados potestativos, hoy afiliados 
'ndependientes) debe entend , sin embargo, como referido a la actualización, vía 

anes complementarios l::ír:· dados por EsSalud, de la "Lista de condiciones 
egurables que cobertuca Seguro de Salud para Trabajadores Independientes", de 
oda autónomo y a~i anal a la revisión del Plan Esencial de Aseguramiento 
niversal en Salud " efectúa el Ministerio de Salud. 
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Por añadidura, este Tribunal recuerda que la obligación progresiva de ampliar la 
cobertura de salud a los afiliados independientes reside también en el Estado, 
particularmente en la entidad encargada de llevar adelante el proceso de 
aseguramiento universal en salud (que, de acuerdo al artículo 6 de la LMAUS, es el 
Ministerio de Salud). Y es que, como se tiene previsto en el artículo 9 de la Ley 
Fundamental: "El Estado determina la política nacional de salud. El Poder Ejecutivo 
norma y supervisa su aplicación" . Este mandato constitucional encarga, pues, en el 
Poder Ejecutivo la tarea de plantear, normar y supervisar la política de salud, lo que 
supone que recae en el Ministerio de Salud, como órgano especializado de este poder 
del Estado, la obligación de garantizar el derecho a la salud de todos los peruanos. A 
este ente corresponde diseñar las formas a través de las cuales los afiliados 
independientes de EsSalud puedan gozar de una cobertura más amplia, lo que incluye 
la posibilidad de hacer ajustes en el sistema de aseguramiento universal para alcanzar 
dicho fin, según una evaluación previa de los resultados de este proceso; además, la 
tarea de supervisar los avances del proceso y el correcto desempeño de todas las 
instituciones a cargo del aseguramie u iversal en salud, corresponde también, de 
acuerdo al artículo 9 de la A S, a la Superintendencia Nacional de 
Aseguramiento en Salud (SUN modo que el Estado no debe ni puede perder 
de vista que si bien es leg' ·mo que 1 proceso de aseguramiento universal focalice 
sus esfuerzos y los recursos del pre puesto público en las personas más necesitadas, 
los problemas existentes en las · stituciones encargadas del aseguramiento en el 
régimen contributivo (entre ellos Salud) no son pocos y requieren también atención 
por parte de los órganos consti cionalmente encargados de garantizar el derecho a la 
salud. 

El deber de progresividad n la cobertura de salud de los afiliados independientes de 
EsSalud, tanto en el ámbi o de res onsabilidad que corresponde a EsSalud como en el 
que corresponde al Ministerio Salud, es por lo demás un deber jurídicamente 

"ble, pues como este Trib 1 ha tenido ocasión de precisar: 

'Si bien es cierto que efectividad de los derechos sociales requiere un mínimo 
e actuación del Es ilo a través del establecimiento de servicios públicos, así 

como de la socied mediante la contribución de impuestos, ya que toda política 
na ejecución presupuesta!, también lo es que estos derivan 

concretas por cumplir, por lo que los Estados deben adoptar 
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medidas constantes y eficaces para lograr progresivamente la plena efectividad 
de los mismos en igualdad de condiciones para la totalidad de la población. 
De manera que los derechos sociales deben interpretarse como verdaderas 
garantías del ciudadano frente al Estado dentro de una visión que busca 
revalorar la eficacia jurídica de los mandatos constitucionales y, por ende, la 
vigencia de la Constitución. Así, en algunos casos han sido planteados incluso 
como deberes de solidaridad que involucran no solo obligaciones del Estado, 
sino de toda la sociedad. 
El reconocimiento de estos derechos implica, entonces, superar su concepción 
programática, perfeccionando los mandatos sociales de la Constitución, así 
como la obligación del Estado, en la cual se impongan metas cuantificables para 
garantizar la vigencia del derecho" (STC 2945-2003-PA!TC, FF.JJ. 12-14). 

29. En este sentido, el Tribunal recuerda que aún cuando las formas o medios empleados 
para avanzar en la cobertura de aseguramiento de los afiliados independientes de 
EsSalud constituye un asunto que corresponde elegir y definir a las autoridades 
políticas y administrativas competentes no priva de la competencia de los 
Tribunales para controlar el cumplim· to o eficacia del deber de progresividad: i) 
en primer lugar, verificando existe cia de planes concretos, debidamente 
estructurados, que se encue en dirigí s a lograr la ampliación progresiva de la 
cobertura de salud de los afiliados in pendientes de ESalud; ii) en segundo lugar, 
controlando la realización de accio es concretas dirigidas a llevar dicho plan o 
programa al plano de realidad, uesto que una prolongación indefinida en la 
ejecución de dicha política afecta eficacia del deber de progresividad ; iii) en tercer 
lugar, evaluando que dichos pla, es hayan sido diseñados respetando un enfoque de 
derechos fundamentales, esto es, que tomen en cuenta los niveles de protección 
mínimo de los derechos y la protección de poblaciones especialmente vulnerables; iv) 
en cuarto lugar, examinando la inclusión de indicadores de evaluación de los 
programas y la transparenci~a1 la rendición de cuentas, de modo que pueda 
verificarse, como lo exige el artículo 2.1 del Pacto Internacional de Derechos 

nómicos, Sociales y Cult ales, que el Estado ha destinado "hasta el máximo de 
los recursos disponibles" p a lograr progresivamente la satisfacción del derecho; y, 
fin !mente, v) controland si en la elaboración y seguimiento de dicha política se han 
bri dado espacios de ¡/; rticipación para la intervención y control de los ciudadanos, 
es ecialmente de los rupos involucrados en dichas medidas. Por lo demás, la idea de 
e ncebir el goce¡j la efectividad del derecho al más alto nivel posible de salud 

/f 23 



TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
PLt;NO 

FOJAS • \ 09 6 

EXP. N.o 0033-201 0-PlffC 
LIMA 
25% DEL NÚMERO LEGAL 
DE CONGRESISTAS 

tomando en cuenta las condiciones socioeconómicas de una persona, de un lado, así 
como los recursos económicos de los que disponga el Estado, por el otro, es un 
criterio adoptado por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las 
Naciones Unidas (Observación General N° 14, relativa al derecho al disfrute del más 
alto nivel posible de salud, párr. 9), órgano responsable de la interpretación de las 
disposiciones del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, y que este Tribunal comparte. 

Por tanto, aún cuando las autoridades políticas gocen de un amplio margen de acción 
en la fijación de medios para la consecución de un nivel adecuado de disfrute del 
derecho de acceso a los servicios de salud, existen ciertos requerimientos mínimos 
que las autoridades deben cumplir y que es obligación de los jueces y tribunales 
controlar. En realidades socialmente desestructuradas como las nuestras, en donde la 
exclusión del goce de los derechos par un amplio sector de ésta se encuentra 
largamente asentada, es tarea de e rib nal impulsar, corregir o encaminar el 
accionar de dichas autoridades, fin de vitar graves estados de insatisfacción de 
necesidades básicas, que ate n directa ente contra el principio de dignidad humana 
y el carácter normativo d a Constituc· n. 

En el caso de autos, este Tribunal bserva que si bien el deber de progresividad se 
encuentra regulado en la LMAU , como en el artículo 21 del Reglamento de la Ley 
de Modernización de la Segur'éiad Social en Salud, y viene siendo efectivamente 
implementado mediante la " L' ta de condiciones asegurables que cobertura el Seguro 
de Salud para Trabajador s Independientes"; sin embargo, aprecia que dicha 
regulación es aún insuficie te , en tanto adolece de un plan de contingencia que cubra, 
al igual que en el régim n subsidiado y semicontributivo, las enfermedades de alto 
costo para los afiliados ndependientes de EsSalud, las mismas que son, en el caso de 
afiliados con escaso recurs~ económicos, las que pueden poner en riesgo la 
eguridad financiera del afiliafro y su familia, así como su propio derecho a la salud y 

la vida. Este plan, e o ya se refirió, debe tener en cuenta las realidades 
ocioeconómicas difere · 1adas de los afiliados independientes y respetar en su 
structura el principio e equidad en salud. Esta omisión, sin embargo, no constituye 

una infracción cons ucional , en tanto la LMAUS ha iniciado legítimamente su plan 
de aseguramiento cobertura subsidiada con las poblaciones más desfavorecidas, a 
donde ha dirigí y priorizado la estrategia de aseguramiento; lo que no impide a este 
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Tribunal advertir sobre la necesidad de que el Ministerio de Salud y el Seguro Social 
de Salud (EsSalud), diseñe e implemente, en un plazo razonable, un plan de 
contingencia destinado a cubrir progresivamente las atenciones de alto costo de los 
afiliados independientes de EsSalud, teniendo en consideración el deber de brindar 
acceso equitativo a los servicios de salud a que se ha hecho mención en esta 
sentencia. 

Principio de equidad en salud y cobertura brindada a los afiliados a los 
regímenes subsidiado y semicontributivo 

Es menester ahora examinar si dicha política de aseguramiento universal cumple las 
exigencias que se derivan del principio de equidad en salud. A este respecto, se 
cuestionó la constitucionalidad de la LMAUS porque ésta brindaría una protección 
deficiente a dicho principio pues, según se afirma, el Plan Esencial de Aseguramiento 
en Salud (PEAS) cubre menores prestaciones a las brindadas a los afiliados al 
régimen contributivo, y en cuanto al sistema del Listado de Enfermedades de Alto 
Costo, éste no ha sido regulado ni i lementado hasta la fecha. 

El principio de equidad en sjl'iud h sido recogido en el artículo 9 de la Constitución, 
al establecer que co~resn 1Íde al stado " facilitar a todos el acceso equitativo a los 
servicios de salud". O entrada, 1 Tribunal advierte que no cualquier desigualdad en 
materia de salud cp stituye u a afectación del principio de equidad en salud, sino 
sólo cuando éstas se encue ran enraizadas en causas sociales y el Estado no hace 
nada por evitarlo . En ese ntido, la Sociedad Internacional por la Equidad en Salud 
ha definido a este pri cipio como " la ausencia de diferencias sistemáticas y 
potencialmente remed' bies en uno o más aspectos de la salud a lo largo de 
poblaciones o grupo poblacionales definidos social, económica, demográfica y 
geográficamente" (ver el enlace: http://www.iseqh.org/). 

la determinación de los al ces del principio de equidad en salud, el Tribunal ha 
ener en cuenta, confor lo dispone la Cuarta Disposición Final y Transitoria de 
Constitución, el Pac Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
lturales y la interpre / , ión que sobre el mismo ha realizado el Comité de Derechos 

E onómicos, Social Culturales de la ONU, a través de la Observación General N° 
. Tal interpreta 'n ha de realizarse conforme a un criterio amplio y extensivo, 
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teniendo en consideración que " la equidad en salud es una disciplina amplia( ... ) y es 
mejor verla como un concepto multidimensional, que incluye aspectos relacionados 
con el logro de la salud y la posibilidad de lograr buena salud, y no sólo con la 
distribución de la atención sanitaria, [además] de la justicia en los procesos y( ... ) la 
ausencia de discriminación en la prestación de la asistencia sanitaria; [además de 
requerir] que las consideraciones sobre la salud se integren en temas más amplios de 
la justicia social y de la equidad global, prestando suficiente atención a la versatilidad 
de los recursos y a las diferencias de alcance e impacto de los diferentes acuerdos 
sociales" (Amartya Sen, "¿Por qué la equidad en salud?", en Primero la gente, 
Deusto, Barcelona, 2007, pp.75-76). 

A juicio del Tribunal, el contenido del principio de equidad en salud comprende, 
cuando menos, las siguientes variables: 

a) En primer lugar, la exigencia de enfrentar las desigualdades sociales que tienen 
un efecto negativo y dificultan el logro de una buena salud. Como se recoge en la 
Observación General N° 14, "el der o a a salud abarca una amplia gama de 
factores socioeconómicos que pr ueven as condiciones merced a las cuales las 
personas pueden llevar una vida sana y ace ese derecho extensivo a los factores 
determinantes básicos de la salud, como la alimentación y la nutrición, la 
vivienda, el acceso a agua limpia otable y a condiciones sanitarias adecuadas, 
condiciones de trabajo seguras sanas y un medio ambiente sano" (párrafo 4). 
Desde que el principio de equi ad en salud pretende una equiparación en el goce 
del más alto nivel posible de salud física y mental, y no sólo en la prestación de 
los servicios de salud, ést exige que se ataquen diversas inequidades sociales 
que afectan la posibir ad de gozar de buena salud. En particular, los 
denominados determinantes sociales de la salud, que conforme a la Organización 
Mundial de la Salud [ omisión de Determinantes Sociales de la Salud, 
"Subsanar las desigual 'des en una generación. Alcanzar la equidad sanitaria 

e ando sobre los eterminantes sociales de la salud" (OMS, 2009, en 
htt ://wh libdoc.w . . int/ ublications/2009/978924356370 1 s a. df).] , son los 
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o Prácticas justas en materia de empleo y trabajo digno 
o Protección social a lo largo de la vida 
o Atención universal de salud 
o Políticas y programas sanitarios equitativos 
o Financiamiento, deuda y ayuda internacional equitativa 
o Responsabilidad de los mercados y los sectores privados 
o Equidad de género 
o Expresión y participación políticas 
o Gobernanza mundial eficaz 

b) En segundo lugar, ha de considerarse en el principio de equidad en salud, el 
reconocimiento de la interdependencia de los derechos fundamentales y, por lo 
tanto, la posibilidad de disfrutar equitativamente de ellos, especialmente de los 
que tienen incidencia en el goce del derecho a la salud. Como se ha afirmado en 
la Observación General No 14, "El derecho a la salud está estrechamente 
vinculado con el ejercicio de otros derechos humanos y depende de esos 
derechos, en particular el derecho a la alimentación, a la vivienda, al trabajo, a la 
educación, a la dignidad humana, a ida, a la no discriminación, a la igualdad, 
a no ser sometido a torturas, a vid privada, al acceso a la información y a la 
libertad de asociación, reu IÓn y ci ulación. Esos y otros derechos y libertades 
abordan los componentes integral s del derecho a la salud" (párrafo 3). De modo 
que para el acceso equitativo la salud puede ser tan importante la provisión 
adecuada de un servicio de s ud, como la no exclusión de la capacidad de hacer 
oír la voz frente a un trato · scriminatorio por parte del Estado. 

e) En tercer lugar, el princ· io de equidad en salud supone también la posibilidad de 
acceder a los servicio de salud de modo integral, esto es, con prestaciones que 
supongan la promoción, revención, recuperación y rehabilitación de la salud, en 
condiciones adecuad de calidad, oportunidad, aceptabilidad y accesibilidad 

n tanto elementos esenciales de la atención sanitaria de 
uerdo a lo rec 1do en la Observación General N° 14 [párrafo 12]. Para la 

~e principio es preciso contar con la posibilidad de "tener un 
que cubra determinadas contingencias sanitarias. Es preciso, 

a persona pueda acceder físicamente al servicio (lo que supone la 
cercana y suficiente de centros de salud), y que sea tratada con 
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atenciones que efectivamente prevengan o recuperen su salud (lo que supone la 
provisión de servicios de calidad), además de ser ética y culturalmente aceptables 
(lo que exige, por ejemplo, el desarrollo de procedimientos de salud intercultural). 

d) En cuarto lugar, el principio de equidad en salud supone también el respeto al 
principio de no discriminación en la provisión de los servicios médicos, de 
acuerdo a lo previsto en el párrafo 12 b) de la Observación General N° 14. Esta 
exigencia, contenida en el principio de igualdad formal o igualdad de trato 
abordada líneas arriba, supone que en la distribución de los servicios de salud no 
deba restringirse desproporcionadamente el acceso a servicios de salud a un grupo 
de personas determinados, con base en motivos prohibidos, o sólo porque de ese 
modo se pueda lograr mejores resultados globales en salud. 

e) Por último, el principio de equidad en salud exige también una asignación de 
recursos para la salud y una distribución equitativa de dichos recursos . 
Reconocida la centralidad de la salud en las posibilidades humanas de afrontar 
una vida digna, la única forma de brindar a todas las personas (dadas las 
diferencias de recursos económicas entre ellas) un acceso adecuado a los servicios 
de salud es asignar recursos amplios a este sector, sea a s de la solidaridad 
de todos los residentes en el país (por medio de impu os) de la solidaridad de 
los usuarios de salud (a través de aportes). Ta 1én preciso que una vez 
obtenidos los recursos para la salud, éstos se dis 1buyan equitativamente, 
teniendo en cuenta la prioridad en la ·atención de las poblaciones más 
desfavorecidas, tal como antes se ha explicitado. P lo demás, en el uso de los 
recursos para la salud es necesario guardar niveles adecuados de transparencia y 
eficiencia, pues dada la escasez de recursos públicos y las distintas necesidades de 
la población, es preciso que se dé a los recursos el mejor uso posible. La 
preocupación por esta ' !tima dimensión del principio de equidad en salud, en sus 
facetas de mayores · resos, mayor equidad y mayor eficiencia, ha sido puesta de 
manifiesto en el ' mo Informe de la Organización Mundial de la Salud, titulado 

'de los sistemas de salud. El camino hacia la cobertura 
201 O, y disponible en 

. éloc.w o mt/ hr/2010/9789243564029 s a. df). 
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Pues bien, al examinar si la LMAUS es compatible con el principio de equidad en 
salud, todavía es preciso aclarar que si bien dicho principio exige que todas las 

, personas tengan la misma oportunidad de alcanzar buena salud (lo cual incluye la 
misma posibilidad de acceder a los servicios de salud], sin embargo, el hecho de que 
el Plan Esencial de Aseguramiento en Salud no brinde la misma cobertura de 
tenciones en salud que los planes específicos del régimen contributivo, no constituye 

necesariamente una afectación de dicho principio. Y es que en un contexto de escasez 
de recursos, donde el conjunto completo de atenciones en salud es altamente costoso 
y las necesidades de protección de distintos derechos son igualmente amplias, el 
principio de equidad (o de igualación de los planes de cobertura) asume la naturaleza 
de una obligación progresiva. Esta obligación no exige que, prima facie, todas las 
personas cuenten con una misma protección de salud, sino impone al Estado la 
adopción de medidas concretas encaminadas decididamente al logro de dicho 
objetivo. Es en este ámbito donde, como antes se ha expuesto, cabe la intervención de 
la justicia constitucional , a efectos de verificar si las autoridades competentes vienen 
llevando a cabo un plan o programa dirigido al logro de la equidad en salud. 

En el plano de la acción strac de constitucionalidad, tal control de la política de 
aseguramiento unive9 en sa d establecida en la LMAUS ha de circunscribirse a 
verificar si ésta Jé encuen a adecuadamente orientada a la satisfacción de los 
componentes esenciales del rincipio de equidad de salud. 

En lo atinente a la consi eración de los "determinantes sociales de la salud", en tanto 
su tratamiento queda era del diseño y estructura de un sistema sanitario, no es 
posible efectuar el an lisis de la LMAUS a la luz de las exigencias de la equidad en 
esta faceta. Sin e bargo, es necesario precisar que el hecho de focalizar los 
programas sociales en · partamentos, ciudades y centros poblados en pobreza y 
pobreza extrema (co , el Programa Juntos o Cuna Más) puede ser muy importante 
para enfrentar, en 'leJ6con el otorgamiento de un seguro subsidiado, el problema 
de los determina , s 6ciales de la salud. A este respecto, es preciso tener en cuenta 
que dichos pr ra as deben tener canales para impulsar la capacidad productiva de 
las persona , o el objeto de hacerlos sostenibles y realmente efectivos los planes 
para supe · 1 s desigualdades sociales que no permiten a las personas gozar de una 
buenas 
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En lo que se refiere al disfrute equitativo de otros derechos como condición para el 
acceso equitativo a la salud, en tanto éstos se encuentran expresamente reconocidos 
en nuestra Constitución y su afectación puede ser objeto de protección a través de los 
procesos correspondientes (entre ellos, los procesos constitucionales), este Tribunal 
considera que la LMAUS no la afecta. Por lo demás, el derecho a participar en la 
formulación y seguimiento de la política de aseguramiento ha sido garantizado en el 
artículo 4.7. de la LMAUS. Del mismo modo, la posibilidad de efectuar reclamos 
ante la prestación inadecuada (con afectación de la libertad de elección e 
información) o deficiente de los servicios de salud ha sido prevista en el artículo 9.3. 
de la LMAUS y en los artículos 29 y 113 del Reglamento de la LMAUS . 

Por lo demás, el Tribunal recuerda que la plena efectividad de los derechos 
económicos, sociales y culturales, de cara al artículo 25 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, comporta la obligación de que el Estado prevea recursos 
judiciales efectivos a fin de que en su seno se diluciden eventuales violaciones de 
derechos fundamentales. La noción de "recursos judiciales", por cierto, no excluye 
que se contemplen recursos adm' 'strativos que persigan la misma finalidad (Comité 
de Derechos Económicos So 'ale y Culturales de las Naciones Unidas. Observación 
General N° 9, relativa a a apli ación interna del Pacto, párr. 9). En ambos casos, 
deben tratarse de rec sos id ' eos y eficaces para la tutela adecuada del derecho 
fundamental a la ¿a ud. Tal xigencia se deriva de la obligación de garantizar que 
tiene el Estado para con d' ho derecho, y se traduce en la necesidad de establecer 
reglas organizacionales y rocedimentales que permitan la existencia de condiciones 
institucionales adecuad a fin que este derecho pueda ser ejercido en su nivel más 
óptimo. A juicio de este Tribunal, la protección sustancial de los derechos 
fundamentales, y la orrelativa estructuración de procedimientos con la finalidad de 
resguardar su tutela, mantienen una influencia recíproca, sin que exista predominio de 
una sobre la otra, y ello es a demanda del rol estatal de no solo evitar interferir 

gativamente en el ej~c 10 de los derechos fundamentales, sino de intervenir o 
a ar en caso sea nec ri9 para adoptar mecanismos pertinentes para promover la 
e cacia plena de lo re~chos económicos, sociales y culturales, y en particular del 
g ce efectivo del e1Ío a la salud, con el cual el Estado debe efectivizar su rol de 
g rante media a implementación de procedimientos tanto administrativos como 
j diciales q mitan dilucidar una posible violación de este derecho. 
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38. En lo que respecta al acceso a los servicios de salud, brindados integralmente en sus 
aspectos de promoción, prevención, recuperación y rehabilitación de la salud, el 
Tribunal observa que el artículo 4.4 . de la LMAUS ha dispuesto al "principio de 
integralidad" como uno de los principios que inspira el proceso de aseguramiento, el 
cual supone el "otorgamiento de todas las prestaciones necesarias para solucionar 
determinados problemas de salud" . No obstante esta declaración de principio, el 
Tribunal advierte que el Plan Esencial de Aseguramiento en Salud (PEAS) no cubre 
todas las prestaciones necesarias para la recuperación de la salud, sino que en muchos 
casos fija un número determinado de atenciones o prestaciones, según el tipo de 
intervención (prevención, recuperación o rehabilitación) y según la complejidad de la 
condición asegurable (vgr. en el caso de neoplasias) . 

Esta limitación interviene primafacie en el principio de integralidad establecido en el 
propio artículo 4.4. de la LMAUS, pues si bien se han considerado en el PEAS todas 
~as fases requeridas para mantener la salud de las personas, desde la prevención y 
educación hasta el seguimiento del proceso recuperativo, dicho intento no incluye 
"todas las prestaciones necesarias". No obstante, el Tribunal considera que la 
incorporación sucesiva de un ero cada vez mayor de prestaciones que atiendan a 
la persona hasta su recuR ació plena es una obligación progresiva que depende de 
la ampliación de lo recur s destinados al financiamiento de los regímenes 
subsidiado y semi>Pntributi 

El Tribunal advierte, i ualmente, que en algunos casos puede suceder que la 
limitación en el núm o de prestaciones atente gravemente contra la salud de las 
personas, sus capaci des funcionales esenciales e incluso ponga en riesgo su propia 
vida, supuesto en e cual es necesario igualmente que el Seguro Integral de Salud en 
coordinación con Ministerio de Salud adopten un plan de contingencia que permita 
a estas personas acceder a "'chas prestaciones de salud para el mantenimiento o 
ecuperación plena de s ta~ de salud; plan que debe ser adoptado en un plazo 
azonable y que no py7,ey sperar a la ampliación progresiva del PEAS (realizado 

da dos años) . ColJ1'6~ya"señalado este Tribunal en anterior oportunidad, cuando la 
s lud queda ¿reve áJ11_71'1te afectada y la propia existencia se pone en riesgo, ante el 

pedimento aéceder a los servicios de salud, el Estado adquiere mayores 
igencias, g- ~ an desde la existencia de planes específicos y urgentes que afronten 

s situa i.fu nasta la exigibilidad directa, en ciertos casos, del derecho a la salud: 

31 



Tl-(lBUNAL CONSTITUCIONAL 
PU~NO 

-l 
~------J-----------~ 

FOJAS 10~ 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

1 / 
( 

\. 

EXP. N .0 0033-2010-Pl/TC 
LIMA 
25% DEL NÚMERO LEGAL 
DE CONGRESISTAS 

"Únicamente mediante un tratamiento adecuado y continuo pueden reducirse 
las manifestaciones no solo físicas, sino psicológicas de la enfermedad, 
logrando que en muchos casos el normal desenvolvimiento de las 
actividades del paciente no se vea afectado en un lapso mayor que en 
aquellos casos donde la asistencia médica es casi nula. Es en este último 
caso donde la dignidad, la libertad y la autonomía de la persona se ven 
afectadas a consecuencia del deterioro de la salud y riesgo de vida del 
paciente, tornando a estos individuos en una suerte de parias sociales, lo que 
de ninguna manera puede ser admitido desde el punto de vista 
constitucional" (énfasis agregados) (STC 2945-2003-AA/TC, FJ. 22). 

9. Por otro lado, en lo que se refiere a los elementos esenciales que debe poseer el 
servicio de salud, esto es, la disponibilidad, la accesibilidad física y económica, la 
aceptabilidad y la calidad, el Tribunal advierte que la LMAUS trae como novedad el 
establecimiento de un sistema de garantías explícitas que pretenden proteger la 
prestación adecuada del serv· 10 de salud, frente a una protección que no reúna 
ninguna de dichas condic· nes Estas garantías, de acuerdo al artículo 5.3 . de la 
LMAUS y los artícu/ 4 a 7 del Reglamento de la LMAUS, son las siguientes: 

o Garantía explícita e acceso: asegura el otorgamiento de las prestaciones de 
salud contempla as en el PEAS por los diferentes regímenes de 
financiamiento. 

o Garantía expl'cita de calidad: está referida al mejor manejo clínico en el 
otorgamiento de las prestaciones de salud contenidas en el PEAS, 
relacionadas al óptimo uso de la infraestructura, equipamiento y recursos 
humanos. 

o Garantía explícita de oportunidad: son los plazos máximos para que el 
usuario una vez ingres o al establecimiento de salud reciba las prestaciones 
garantizadas en el P S 

o Garantía explí · protección financiera: se refiere a que todas las 
IAF AS deben tizar la liquidez suficiente para la atención de los planes 

ados y el manejo técnicamente aceptable de los fondos de sus 
' como la solvencia y rentabilidad que garanticen su estabilidad 

a financiera. 
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La introducción de este conjunto de garantías explícitas, aunque de incorporación 
progresiva, y con la facultad de ser exigidas administrativamente ante las IAF AS o la 
SUNASA (conforme lo prescribe el artículo 113 del Reglamento de la LMAUS) y 
judicialmente, -en opinión de este Tribunal- constituye una medida adecuada que 
coadyuva a la realización del principio de equidad. Con ellas se supera aquella 
concepción de acuerdo a la cual la salud para las personas situadas en pobreza o 
pobreza extrema debe ser necesariamente de menor calidad que la ofrecida por los 
seguros privados. 

Por otro lado, en lo que se refiere al principio de no discriminación, cabe decir que 
éste ya se analizó cuando se evaluó la legitimidad del establecimiento de tres 
regímenes de financiamiento en la LMAUS . Sin embargo, el Tribunal advierte que el 
principio de equidad podría verse afectado cuando en el diseño de los objetivos 
específicos del proceso de aseguramiento, o en su aplicación por las IAF AS o las 
JPRESS, se privilegien el logro de objetivos globales de salud, o de objetivos de 
rendimiento eficiente de una institución, a costa de la postergación en la atención a 
poblaciones desfavorecidas y~ medades costosas, aún cuando éstas se encuentren 
cubiertas o financiadas por el seg ro. El Tribunal valora que este fenómeno, que se ha 
llamado "selección adversa", ha a sido advertido por el legislador, al establecer en el 
artículo 4.5 de la LMAUS q "el sistema de salud ( ... ) ofrece mecanismos para 
evitar la selección adversa" . que el artículo 33. k) del Reglamento de la LMAUS 
haya encargado a la Su erintendencia Nacional de Aseguramiento en Salud 
(SUNASA) "evitar la sel ción adversa y el riesgo moral en la relación entre los 
usuarios y las IAF AS, IP SS, entidades prepagadas de salud y toda aquella entidad 
pública, privada o mix que ofrezcan servicios en la modalidad de pago regular y 
anticipado; así como el abuso en la posición de dominio y la formación de 
monopolios u oligop íos entre IAFAS ,e TPRESS" . 

inalmente, en lo relacionado e , 1 financiamiento de la atención en salud para los 
e se encuentran en una si a ón de pobreza, como ya se explicitó, aún cuando la 
calización del presupu t para este segmento de la población fue destinándose 
agresivamente a 9' s del Seguro Integral de Salud, la LMAUS ha 
stitucionalizado d'.éhi: política y la ha convertido en irreversible , al precisar su 
tículo 20 que: 
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"El Estado debe incrementar progresivamente, cada año, de manera obligatoria 
los fondos destinados al financiamiento del régimen subsidiado y 
semicontributivo". 

Tal irreversibilidad es particularmente relevante si se observa que antes de la emisión 
de esta norma, el incremento del gasto público en salud, como presupuesto de la 
v'gencia efectiva del principio de equidad en salud, era un objetivo que no era 
cumplido cabalmente por el Estado. Antes bien, era un problema que se venía 
agravando, pues mientras el gasto público en salud no aumentaba o aumentaba en 
proporciones muy escasas, el número de afiliados al SIS crecía aceleradamente. 

El Tribunal observa que a partir de la promulgación de la LMAUS esta situación ha 
tenido señales importantes de cambio. La inversión en salud, específicamente en la 
ampliación del aseguramiento universal , ha crecido significativamente y ha supuesto 
un rápido incremento del número de asegurados en el país y la mejora de algunos 
servicios de salud críticos. Este incremento del gasto en salud no sólo ha estado 
destinado a incrementar la cobertura financiera para el mayor número de afiliados, 
sino en ampliar la capacidad operativa del sistema de salud público, con inversión en 
equipamiento, y en per;pna sanitario, que permita cerrar las amplias brechas 
existentes en este sec1_9r. Par este efecto, se han aprobado en los últimos dos años 
una serie de dispoyitivos e autorizan transferencias de recursos al proceso de 
aseguramiento UIJiversal, omo se detalla en el Informe de Gestión. A un año de 
implementación del As ramiento Universal en Salud. Abril 2009-Abril 2010, 
emitido por el Minister· de Salud. 

Más allá del incre ento en el gasto en salud, el Tribunal observa que el más 
importante avance n materia de financiamiento en salud, como garantía de vigencia 
del principio de equidad, ha sido ~ reciente aprobación de la Ley N° 29761, Ley de 
Financiamiento Público de Regímenes Subsidiado y Semicontributivo del 
Aseguramiento Universal e a_!yd1 publicada el 22 de julio de 20 11). Hasta antes de 
a aprobación de esta L ' élys eran los problemas que se venían presentando en el 
nanciamiento del Se fntegral de Salud: i) en primer lugar, el problema de la 
isminución de la e ' ct>)Y ura financiera por asegurado; así, a pesar del incremento en 
1 financiamiento SlS, se tenía que en el 2008 un afiliado contaba con S/. 40.5 de 
obertura en edio, mientras que en 201 O el subsidio promedio ascendía a S/. 
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36.2; y ii) el problema de la deuda que el Seguro Integral de Salud registraba con 
algunas entidades prestadoras del servicio de salud, o la deficiente gestión de los 
recursos por los Gobiernos Regionales, que demoraban el pago a los hospitales, todo 
lo cual generaba, como queda registrado en el Informe Defensoría! N° 120, la falta de 
voluntad en dichos hospitales para atender a las personas beneficiarias del STS. 

La nueva Ley de Financiamiento Público, con el objeto de superar el problema de 
incremento de afiliación y lograr sostenibilidad y seguridad financiera, en su artículo 
4 ha dispuesto que: 

"El Plan Esencial de Aseguramiento en Salud (PEAS) de los regímenes 
subsidiado y semicontributivo se financia con cargo a los siguientes recursos: 
a. Los créditos presupuestarios que se asignan anualmente al Seguro Integral de 
Salud (SJS) tomando como referencia, para el régimen subsidiado, el valor de la 
prima y el número de afiliados y, para el régimen semicontributivo, el valor de la 
prima, el coeficiente de financiamiento público (proporción) y el número de 
afiliados". 

Por otro lado, la nueva Ley ha establecido también en su artículo 9 un procedimiento 
específico para e~pa a las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud 
(IPRESS), previend x esamente, además, que "el mecanismo de pago establecido 
para el Seguro 1!)1: gral de Salud (SIS) busca generar incentivos que promuevan la 
eficiencia, el fortalecí iento de la atención primaria de salud, y el cierre de brechas". 

43. En consecuencia, a n cuando la cantidad de recursos no es suficiente para atender 
todas las necesi ades de salud de los afiliados al régimen subsidiado y 
semicontributivo y aún cuando el porcentaje del PBI dedicado a salud es todavía 
inferior a lo qu se requiere según la OMS para el logro de la equidad en salud [este 
porcentaje en 1 2009 era de 4.6.%, el cual dista mucho del objetivo trazado en el 
Acuerdo Nac·onal, donde se fijó como meta del gasto en salud el 7% del PBI, y de 
los estudios realizados por la O S, que estiman como necesario para lograr los 

bjetivos d equidad en salu , un mínimo de 6% del PBI. (Cfr. la Exposición de 
otivos del Proyecto deL No 488012010-PE sobre Ley de Financiamiento Público 

e los Regímenes Sub · iado y Semicontributivo del Aseguramiento Universal en 
Salud, p. 14)], los e 

7 
erzos realizados en los últimos años, a partir de la publicación 

de la LMAUS, y n especial de la publicación de la Ley de Financiamiento, dan una 
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lara señal de la dirección de la política pública, encaminada al cumplimiento de la 
quidad en el financiamiento de la salud. Por lo demás, en cuanto al aspecto de la 
1ciencia en el manejo de los recursos, es evidente que uno de los objetivos centrales 

el modelo de "pluralismo estructurado" o "competencia regulada" impulsado por la 
MAUS es lograr el mejor aprovechamiento de los recursos con los que cuenta el 
istema sanitario. Así, el artículo 22 de la LMAUS ha fijado una serie de criterios 
ara lograr la articulación de los servicios brindados por las distintas entidades 

prestadoras de salud existentes en los distintos regímenes de financiamiento . Entre 
dichas medidas se ha previsto la estandarización de las intervenciones y los manuales 
de procesos y procedimientos, así como la posibilidad de suscribir convenios de 
intercambio de servicios entre distintas instituciones administradoras de fondos de 
aseguramiento y entidades prestadoras, con base en los pnnctptos de 
complementariedad y subsidiariedad. 

De todo ello se aprecia que la LMAUS ha considerado, en su diseño y mecanismos de 
implementación, en lo que corresponde, los componentes esenciales del principio de 
equidad en salud . El Tribunal Consitucional observa, igualmente, que el artículo 6.1. 
de la Ley N° 29761 , Ley de Financiamiento Público de los Regímenes Subsidiado y 
Semicontributivo del Aseguramiento Universal en Salud, ha dispuesto la asignación 
de recursos para la ampli · 'n progresiva de la cobertura del aseguramiento en salud 
y del plan de benefic~ qu se entrega a través del PEAS a los regímenes subsidiado 
y semicontribuivo, como n objetivo prioritario del Estado . 

No obstante ello, el ribunal tampoco puede dejar de reconocer, como lo han 
invocado los dema antes, la desatención en la implementación del principal 
mecanismo que ti e la LMAUS para remediar el delicado problema de las 
atenciones de entl medades de alto costo. Para este Tribunal es claro, como ya se 
adelantó, que el impedimento de ceder al servicio de salud necesario, de una 
persona con ca encia de recurs económicos, tiene el efecto de comprometer su 
capacidad func10nal esencial a su salud o incluso su propia vida, representando 

tervención grave del de o>. la salud de esa persona. Si bien es cierto, los 
cursos son escasos y de: en riorizarse en la atención primaria de salud para lograr 
sultados amplios de u que beneficien a un número amplio de personas, también 

s cierto que la o aelón del Estado de cubrir las contingencias de alto costo no 
uede quedar d etÍdida. 
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En este sentido, el Tribunal considera que una interpretación orientada a la 
Constitución del artículo 21 de la LMAUS ["Las enfermedades de alto costo de 
atención que no están incluidas en el PEAS pueden ser financiadas para la población 
bajo el régimen subsidiado y semicontributivo con el Fondo Intangible Solidario de 
Salud (FISSAL)"] no puede entenderse en el sentido de que éste faculta a que, 
discrecionalmente, se decida el financiamiento de las enfermedades de alto costo que 
no están incluidas en el PEAS para la población del régimen subsidiado y con el 
Fondo Intangible Solidario. De modo que más que una facultad discrecional, en 
realidad se trata de una obligación de cumplimiento progresivo, derivada de la 
eficacia jurídica del derecho a la salud. 

En segundo lugar, aunque este Tribunal aprecia que en la Ley N° 29761 , Ley de 
Financiamiento Público de los Regímenes Subsidiado y Semicontributivo del 
Aseguramiento Universal en Salud, se ha establecido la obligación de financiamiento 
de este Fondo [al considerarlo una Unidad Ejecutora constituida como una Institución 
Administradora de Fondos de Aseguramiento en Salud (IAF AS), a la cual , de acuerdo 
al artículo 12 de esta Ley, le corresponden los créditos presupuestarios destinados al 
FISSAL, que se asignan anualmente al Pliego Seguro Integral de Salud, de acuerdo a 
las normas presupuestar· s igentes, además de los ingresos provenientes de la venta 
de planes de asegur ient ; también advierte que vulnera el deber de progresividad, 
cuando pasado up perio razonable de tiempo, la obligación de implementación del 
FISSAL no se ha eje tado. En ese sentido, el Tribunal observa que desde que se 
aprobó la LMAUS , n el mes de abril de 2009, hasta la fecha, dos años y medio 
después, aún no s ha aprobado el Listado de Enfermedades de Alto Costo por el 
Ministerio de S ud, ni se ha establecido el procedimiento para acceder a este 
mecanismo de ención de enfermedades costosas, además de las enfermedades raras 
o huérfanas q e, de acuerdo a la Le · N° 29698, deben también ser atendidas por este 

fondo. z 
ste Tribunal recuerda .· por muchas que fueran las dificultades financieras que 
ueda suponer la pro · ión de recursos a necesidades sociales de alto costo como 
sta, el Estado, a t é . e sus órganos competentes, no puede dejar de buscar las 
ormas de aplic umplir con una Ley dictada con el objeto de superar un grave 

déficit de pr ción social , que supone una afectación amplia y sistemática de 
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aer chos fundamentales. Por tanto, la carencia de regulación del Listado de 
En ermedades de Alto Costo y de los procedimientos para el funcionamiento del 
FI SAL constituye un supuesto de inconstitucionalidad latente, que debe ser 
s erada en el lapso más breve posible. Tal constatación, sin embargo, no puede 
s poner la declaratoria de invalidez de la LMAUS, pues ésta no resulta en sí misma 

· 'nconstitucional, sino sólo la situación de hecho constituida por su no aplicación. De 
hí que este Tribunal se vea obligado a llamar la atención del Ministerio de Salud, en 

tanto órgano rector del proceso de aseguramiento universal en salud y encargado de 
regular las omisiones detectadas, a fin de que adopte las medidas necesarias y 
adecuadas para superar dicho estado de cosas inconstitucionales. 

Por lo demás, este Tribunal debe recordar, como ha expresado la Organización 
Mundial de la Salud, que las formas de financiamiento y manejo eficiente de los 
recursos pueden ser diversas. El Estado puede recurrir a diversos mecanismos que 
posibiliten un incremento de los recursos para este sector. La apelación a la 
solidaridad social , de distintos modos, es perfectamente legítima en esta 
circunstancia. Y es que como este Tribunal ha tenido ocasión de precisar, los 
derechos sociales deben entenderse, dentro una concepción integral, no sólo como 
obligaciones a cargo del Estad sino como deberes de solidaridad que comprometen 
a la sociedad en su conju (ST 2945-2003-AA/TC, FF.JJ . 23-25). 

Es igualmente importante, or último, destacar la relación que existe entre la 
realización del principio equidad en salud y la información a los ciudadanos de 
que la política de asegur iento universal de salud constituye una exigencia derivada 
del contenido consf cionalmente garantizado del derecho a la salud. Su 
materialización, de 1 forma como se ha previsto en la LMAUS, por tanto, no es una 
conces10n o una racia estatal, por lo que en la superación de sus carencias, 
ineficiencias y de ciencias sus usu · s tienen una gran responsabilidad. 

1 Tribunal advierte que la · xistencia de información en ese sentido propicia la 
lerancia a problemas e o los advertidos por la Defensoría del Pueblo en su 
forme Defensorial N 120 ["Atención de Salud para los más pobres: El Seguro 
tegral de Salud", e mayo de 2007], donde daba cuenta que el 67% de los 

ncuestados, bene ciarios del SIS, refirió maltrato en la atención (como colas largas, 
ndiferencia y mterés del personal); el 32% alegó que había sido discriminado, 
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pues se atendió primero a los que no eran del SIS; el 83% no recibió información 
du ~ante su atención; el 27% no entendía lo que se explicaba y el 85% afirmó que al 
personal le faltaba calidez en la atención. 

~ que llama la atención de este Tribunal es que ante dicha atención deficitaria, el 
4% afirmaba desconocer los canales legales para efectuar sus reclamos o quejas, y el 
2% alegaba desconocer cuáles eran sus derechos respecto al servicio que se les 

brindaba. En dicho contexto, este Tribunal estima que uno de los temas en los que 
deberá incidir el Ministerio de Salud, a efectos de avanzar en el logro de la equidad 
en salud, es el de la difusión amplia del aseguramiento universal como un proceso 

' inscrito en el cumplimiento del deber estatal de satisfacer el derecho a la salud de 
"' todos los peruanos; promoviendo no sólo el conocimiento de las atenciones 

específicas que ofrece el aseguramiento universal, sino también de que la realización 
de ésta es la concretización de un derecho fundamental, así como de los mecanismos 
administrativos y judiciales que contempla la LMAUS para reclamar su 
desconocimiento o violación. 

FALLO 

Por estos fundamentos, el Tribun Constitucional, con la autoridad que le confiere la 
Constitución Política del Perú 

HA RESUELTO 

l. Declarar INFUNDAD la demanda de inconstitucionalidad. 

2. Interpretar el artículo 21 de la Ley - 29344 en el sentido de que las enfermedades de 
alto costo de atención que no án incluidas en el PEAS son financiadas para la 
oblación bajo el régimen sidiado y semicontributivo con el Fondo Intangible 
olidario de Salud (FISS , conforme a lo establecido en el fundamento 44 de esta 

oner la presente tencia en conocimiento del Ministerio de Salud, a efecto de que 
realice las~· t-es acciones: 
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a) Diseñe, en coordinación con EsSalud, un plan de contingencia progresivo que 
permita cubrir las enfermedades de alto costo de los afiliados independientes de 
EsSalud, teniendo en cuenta las diferencias económicas entre estos afiliados, de 
acuerdo a lo previsto en el fundamento 30 de esta sentencia. 

b) Establezca un plan de contingencia que permita cubrir las atenciones necesarias 
para preservar las capacidades esenciales de una buena salud o los riesgos contra 
la vida, cuando dichas atenciones superen el límite máximo de prestaciones 
establecidas en el PEAS, de acuerdo a lo previsto en el fundamento 38 de esta 
sentencia. 

e) Regule, mediante Decreto Supremo, en el más breve plazo posible, el Listado de 
Enfermedades de Alto Costo y el procedimiento acceder a este mecanismo, 

Publiques:e y•:::ir;:u:::previsro en el fundamento ~ tencia. 

SS. 

ÁLV AREZ MIRANDA 
URVIOLA HANI 
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